Mensaje de S.E. el Presidente de la República.

MODIFICA EL DECRETO LEY N° 3.063, DE 1979, SOBRE RENTAS MUNICIPALES Y LA LEY N° 17.235, SOBRE IMPUESTO TERRITORIAL (boletín N° 396-06).

"Honorable Cámara de Diputados:

El Gobierno que presido, considera que la ley de Rentas Municipales debe ser una herramienta eficaz e indispensable en el logro de una real descentralización del país.

La descentralización, a nivel del municipio, es concebida como un proceso gradual de transferencia de funciones desde el aparato central del Estado a las autoridades comunales, dotándolas de los niveles de autonomía necesarios para enfrentar con efi-ciencia los múltiples problemas de las respectivas comunas, a fin de que elaboren y ejecuten los programas y proyectos que les incumben.

Las razones para esto, son las mismas que motivan el proceso de descentralización:

a)
considerar que, en general, es preferible el tratamiento local de los problemas locales, para poder aplicar con la mayor eficiencia posible los fondos disponibles allí donde se necesitan, y
b)
la necesidad de contrarrestar los desequilibrios" sociales y espaciales, en procura de un desarrollo económico-social equilibrado y armónico.

La necesidad de modificar la actual Ley de Rentas Municipales se ve corroborada por los hechos. Una comparación entre el período en que ha estado vigente la Ley de Rentas Municipales, D.L. 3.063, y el período anterior en que rigió la ley 11.704, permite comprobar un aumento considerable de los recursos del sector municipal. Aunque, un análisis más detallado desde 1988 a la fecha, permite añadir tres constataciones:

1)
Las municipalidades están destinando cada vez menos recursos a Inversión Real, tendencia que se acentuará a futuro de no aumentar sus ingresos. En la práctica, hoy en día los municipios sólo están destinando, en promedio, el 10 por ciento de sus ingresos propios a inversión;

2)
Con el correr del tiempo el Fondo Común Municipal ha sido afectado en su carácter redistributivo. En las comunas con mayor riqueza territorial, el crecimiento de sus recursos es muy superior al del resto de los municipios, y

3)
En la actualidad las municipalidades administran la salud primaria, la educación municipalizada y algunos establecimientos de menores en situación irregular. Sin embargo, tanto por la modalidad en que se traspasaron estos servicios, como por los problemas de gestión que en ciertos casos se han presentado, los municipios han ido acumulando año a año, un creciente déficit en educación y salud.

La situación expuesta en los puntos anteriores ha obligado al gobierno central a acudir en auxilios periódicos de los municipios.

En este contexto, las proposiciones del presente proyecto de ley están orientadas a satisfacer los siguientes objetivos:

a)
posibilitar un flujo de recursos que permita solventar la realización de las actividades municipales, de acuerdo a las funciones que la Ley Orgánica de Municipalidades les asigna y con un grado creciente de autonomía en la administración de sus recursos; 
b) perfeccionar los mecanismos de redistribución de los ingresos municipales, que tiendan a aminorar las diferencias que se producen en los ingresos, debido a los distintos niveles de desarrollo relativo de las diferentes comunas del país;

c)
asegurar que quienes reciben directamente un servicio paguen efectivamente por ellos, evitando, además, la diversificación de exenciones sin una clara justificación social o económica, y
d)
simplificar el sistema de imposición local, como, asimismo, la labor administrativa de los funcionarios, mejorando la aplicación, fiscalización y cobro de los impuestos, derechos y tasas.
Las reformas que os propongo, en relación a la Ley de Rentas Municipales, inciden fundamentalmente en:
1)
En cuanto a los derechos de aseo:
Se propone mantener el cobro de una tarifa por el servicio de aseo que presten las Municipalidades, previendo la posibilidad de fijar tarifas inferiores al costo real deter-minado por los municipios, a aquellos usuarios cuya situación socio-económica sea desmedrada y no estén en condiciones de pagar el monto total de la misma. De este modo, la Municipalidad estaría subsidiando únicamente a los usuarios más pobres de su territorio.

Introduce, por se parte, la obligación a los usuarios de ceñirse a lo que dispongan las ordenanzas e instrucciones municipales, para el caso en que sean éstos quienes efec-túen directamente el servicio de aseo.

Se mantiene la obligación del Servicio de Impuestos Internos de efectuar el cobro de los derechos de aseo a los usuarios afectos al Impuesto Territorial, correspondiéndole a las Municipalidades el cobro de los exentos del citado impuesto, ya sea directamente o a través de terceros.
2)
En cuanto a uso y concesiones de bienes:
Se establece la obligatoriedad de proceder a la licitación pública para todos aquellos bienes municipales y nacionales de uso público, que sean entregados en concesión o se otorguen permisos respecto a su uso por un plazo superior a un año.

3)
En relación a los permisos de circulación:
Se reduce a 50 Unidades Tributarias Mensuales la parte del precio de los vehículos en que la tasa de este impuesto es del 1%.

Se deroga la franquicia de pagar este impuesto respecto del 50% del precio de los vehículos que ingresan al país con liberación aduanera total o parcial, con excepción del personal dependiente del Ministerio de Relaciones Exteriores que cesa en sus funciones en el extranjero; y.

Se elimina la franquicia de pagar un valor único respecto de los automóviles de alquiler de lujo, de turismo y de servicios especiales.

Por último, se establece un sistema de control visual para la fiscalización del permiso de circulación al día.

4)
En cuanto a las patentes industriales y comerciales:
Se elimina el tope de mil Unidades Tributarias Mensuales a pagar por patente municipal, con lo cual los contribuyentes pagarán por este concepto el mismo porcentaje de su capital propio.

Se descentraliza el cálculo del valor de la patente en cada Municipalidad en que el contribuyente tenga una sucursal u otras unidades de gestión empresarial, asegurando de esta forma que cada Municipalidad reciba lo que le corresponde.

Se elimina de la exención del pago de patente municipal a aquellas personas naturales que realicen acciones de beneficencia, de culto religioso y de promoción de intereses comunitarios, comprendiendo en esta exención exclusivamente a las personas jurídicas que realicen este tipo de acciones y a las personas o entidades que efectúen actividades de difusión cultural, artística o deportiva.

En el caso de las patentes temporales, se establece que su monto será determinado por la Municipalidad, no pudiendo ser inferior al 30% ni superior al 70% de la patente ordinaria, con excepción de la patente de las bebidas alcohólicas que pagarán el 100%.

5)
En relación a las patentes de profesiones y actividades lucrativas:

Se obliga al Servicio de Impuestos Internos a remitir a cada Municipalidad un listado de los contribuyentes de la respectiva comuna que hayan presentado declaración anual de impuestos a la renta, como una forma de facilitar el cobro de la patente municipal que grava el ejercicio profesional liberal o de cualquier profesión u ocupación lucrativa.

6)
En cuanto al Fondo Común Municipal:

Se establece que el Fondo Común Municipal estará compuesto, entre otros, por el 60% del Impuesto Territorial que resulte de aplicar una tasa del 1,6%, por lo que los recursos de este impuesto, por sobre dicha tasa, serán de beneficio exclusivo de la Municipalidad que la establezca.

Se establece un indicador socio-económico, como forma de introducir la pobreza relativa de cada comuna en el mecanismo de distribución de estos recursos.

Asimismo, se corrige la relación de predios exentos de impuesto territorial respecto al país, ponderándolo por esta situación a nivel comunal. Con ello se evita que una comuna con un alto porcentaje de predios exentos en su territorio, participe de igual forma que una comuna con igual cantidad de predios exentos, pero que porcentual-mente no le es significativa.

Para el cálculo del ingreso propio permanente de cada comuna, se considerará el promedio de los tres años anteprecedentes al inicio del nuevo trienio, como una forma de evitar estacionalidades y hacer este factor lo más representativo de la realidad de cada comuna.

7)
En relación a concesiones, permisos o pagos de servicios:

Se establece que el impuesto del 1 % de transferencias de vehículos será a beneficio de la Municipalidad en donde el vehículo obtuvo su último permiso de circulación, terminándose, en consecuencia, con la concentración de este recurso sólo en las Municipalidades en cuyo territorio jurisdiccional se encuentren ubicadas las Notarías que autorizan este tipo de transferencias.

Se hace exigible que la publicación de las ordenanzas municipales sea en el mes de Noviembre del año anterior al de su entrada en vigencia, como una forma de asegurar que los contribuyentes conozcan de antemano las instrucciones, tasas y montos que regirán para su comuna.

8)
En cuanto al cobro de las rentas municipales:

Se otorga mérito ejecutivo al certificado emitido por el Secretario Municipal que acredite la deuda, con lo cual se dota a las Municipalidades de una herramienta efectiva de cobranza judicial, la que en la actualidad no existe.

Se establece el uso obligatorio del distintivo acreditante del pago de permiso de circulación y la respectiva sanción frente a su incumplimiento.

9)
Disposiciones Generales:

Se regula legalmente el actual procedimiento de entrega a las Municipalidades de los recursos del Fondo Común Municipal, Impuesto Territorial y derechos de aseo recaudados por el Servicio de Tesorerías, mediante el otorgamiento en cada mes de anticipos y saldos por Fondo Común Municipal e Impuesto Territorial.

Se faculta a las Municipalidades para descargar de su contabilidad, previo decreto sujeto a toma de razón de la Contraloría General de la República, aquellos créditos o deudas incobrables, transcurrido un plazo de cuatro años desde que se hicieron exigibles y siempre que se hayan agotado los medios necesarios para su cobranza.
Las modificaciones que os propongo, en relación al Impuesto Territorial, inciden fundamentalmente en:
Entregar a las Municipalidades un papel activo en la aplicación del impuesto territorial y mayor número de responsabilidades y prerrogativas. Es así como les corresponderá aportar los recursos necesarios para efectuar la tasación de los inmuebles en su territorio, el cobro judicial de la mora, y en especial la relación que las Direcciones de Obras Municipales tendrán con aquel Servicio para la aplicación de este impuesto. Las señaladas Unidades Municipales tendrán un rol importante en las tasaciones, levanta-miento de catastros, modificaciones de avalúos y denuncia de inmuebles eriazos abandonados. En este contexto, la dinámica relación entre las Direcciones de Obras Municipales y el Servicio de Impuestos Internos, hace conveniente que sea regulada por un reglamento, que permita un traspaso adecuado y expedito de la información entre ambas entidades.

Por otra parte, el constituyente ha facultado a las Municipalidades para establecer tributos de clara identificación local. Como aplicación de este principio, se faculta la fijación, respecto del Impuesto Territorial, de una tasa variable por cada Municipio, dentro del rango que establece esta ley, permitiéndose que la mayor tasa que exceda el 1,6% sea de exclusivo beneficio de la Municipalidad que la decreta.

Esta proposición de modificación del Impuesto Territorial recoge, básicamente, la rica experiencia que su aplicación ha significado en el tiempo modernizando algunos aspectos e incorporando nuevos principios que pretenden hacer de dicho tributo una norma objetiva y de expedita aplicación, sin descuidar, por otra parte, el derecho del sujeto pasivo del impuesto de reclamar cada vez que estime que la aplicación del tributo no ha sido la correcta.

La actual Ley de Impuesto Territorial, tiene una larga enumeración de exenciones sin ninguna sistematización, lo que debe ser remediado, disminuyendo ciertas exenciones, dejando vigentes sólo a aquellas que favorecen a instituciones que sin tener fines de lucro persigan objetivos de bien público que al Estado le interesa conservar y propiciar. Aunque se mantiene la exención del Impuesto Territorial en beneficio del Fisco y las Municipalidades, se afectan no obstante al pago de tal tributo los inmuebles pertenecientes a empresas fiscales y municipales, quedando sujetas a las mismas cargas que las del sector privado.

En cuanto a las exenciones que favorecen las viviendas acogidas a los beneficios de la Ley Ns 9.135, D.F.L. 2, de 1959 y D.F.L. RRA 20, de 1963, sobre Cooperativas, se han mantenido las disposiciones vigentes, porque se estima que cualquier modificación de las mismas debe hacerse con la revisión de la normativa de que forman parte y teniendo presente el interés social comprometido en tales exenciones.
La necesidad de permitir y proteger el acceso de la propiedad a la mayor parte de la población, lleva a mantener la exención del Impuesto Territorial de todos los inmuebles agrícolas o de casa habitación hasta un determinado monto. No obstante, estableciéndose la exención sólo respecto de un inmueble por contribuyente.

Por otra parte, las tasaciones de los inmuebles practicadas en una misma oportunidad para todo el país, como lo fue la retasación de los avalúos de los inmuebles llevada a cabo en el año 1988, significaron problemas logísticos y de aplicación. Por esto es que el Ejecutivo ha estimado necesario establecer un proceso de tasación eminentemente técnico y sólo respecto de las agrupaciones de comunas que fuere necesario, en un plazo no inferior a diez años. De esta forma, el Servicio programará las tasaciones de modo de aprovechar al máximo su capacidad técnica y pueda programarlas a lo largo de varios años. El plazo diferente entre una tasación y otra se justifica porque el desarrollo urbanístico entre las distintas comunas no es uniforme.

Se aminora, asimismo, el efecto del cobro retroactivo en el caso de nuevas tasaciones o modificaciones de avalúos, por el período comprendido entre la causa de la modificación y su inclusión en el nuevo rol, no siendo tal demora de responsabilidad de los contribuyentes.

Por otra parte, se hace más expedito el cobro del impuesto, suprimiéndose al efecto el cobro administrativo, recibiendo las municipalidades en marzo de cada año la nómina del impuesto moroso del año anterior, estando obligadas a iniciar a más tardar en el mes de mayo de cada año, toda la cobranza judicial del año anterior, pudiendo para ello contratar los servicios de terceros; facultándose, además, a las Municipalidades para convenir el pago en cuotas del impuesto adeudado por un plazo máximo de un año y la de condonar hasta un 50% los intereses penales.

Cabe señalar, además, que estas reformas cuentan con la opinión favorable de la mayoría de las Municipalidades del país, la cual se recogió a través de una encuesta que respondió oportunamente el 60% de los señores Alcaldes y que en la mayoría de los casos, más del 70%, está de acuerdo con las reformas que aquí se indican, llegando incluso en determinadas materias a niveles superiores al 90% de adhesión, como es el caso del nuevo tratamiento a los derechos de aseo y patentes municipales, entre otros. De esta forma, el estudio realizado ha tratado de considerar, de la manera más amplia posible, la opinión de gran parte de los actores involucrados.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Ordinaria del H. Congreso Nacional el siguiente:
PROYECTO DE LEY:
Artículo 1°.- Introdúcense al Decreto Ley N° 3.063, de 1979, las siguientes modificaciones:
N° 1.- Reemplázase el inciso primero del artículo 7° por el siguiente: "Las Municipalidades cobrarán un derecho trimestral por el servicio domiciliario de aseo por cada vivienda o unidad habitacional, locales, oficinas y quioscos. Cada Municipalidad determinará anualmente el costo real de sus servicios de aseo domiciliario, debiendo distribuirse dicho costo por igual entre los usuarios. Sin perjuicio de lo anterior las Municipalidades podrán establecer tarifas diferenciadas para ciertos usuarios que requieran una mayor frecuencia para la extracción de sus basuras, como, asimismo, rebajar la tarifa para aquellos usuarios que la Municipalidad determine en atención a sus condiciones socio-económicas. Asimismo, y de acuerdo con la calidad y frecuencia general del servicio que se prestará, fijará los derechos del mismo en una cantidad no superior al costo determinado, sin considerar en este costo, el menor ingreso que se produzca por la aplicación de las tarifas diferenciadas que la Municipalidad determine, en consideración a las condiciones socio-económicas de los usuarios.".
N° 2.- Sustitúyase el inciso final del artículo 8° por el siguiente:

"En todo caso, las personas que se encuentren en la situación del inciso anterior podrán optar por ejecutar por sí mismas o por medio de terceros la extracción de los desperdicios, de conformidad con las ordenanzas e instrucciones de la Municipalidad respectiva.".
N° 3.- Reemplázase el artículo 9° por el siguiente:

"Artículo 9°.- Las Municipalidades estarán facultadas para cobrar directamente o contratar con terceros el servicio de cobro del derecho de aseo a todos los usuarios de este servicio.

Los derechos por la prestación de servicios de aseo a los inmuebles a que se refiere el artículo 7 deberán pagarse conjuntamente con las contribuciones de bienes raíces respectiva, para el caso de aquellos contribuyentes afectos a Impuesto Territorial. Para ello, las Municipalidades deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, a más tardar el 15 de noviembre de cada año, el monto del derecho de aseo que regirá para el año siguiente y que deberá incluirse en el rol de cobro.

La Municipalidad podrá efectuar directamente el cobro del derecho de aseo a los predios exentos del pago de Impuesto Territorial o contratar el servicio con terceros. Asimismo, podrá suscribir un convenio con el Servicio de Impuestos Internos, para efectos de la emisión y despacho de las boletas de cobro.

Para este efecto, el Servicio de Impuestos Internos convendrá separadamente con cada Municipalidad el precio por el servicio antes señalado.

El derecho de aseo será pagado por el dueño o por el ocupante de la propiedad, ya sea usufructuario, arrendatario o mero tenedor, sin perjuicio de la responsabilidad que afecte al propietario. No obstante, los usufructuarios, arrendatarios y, en general, los que ocupen una propiedad en virtud de un acto o contrato que no importe transferen-cia, no estarán obligados a pagar el derecho de aseo devengado con anterioridad al acto o contrato. Efectuado el pago por el arrendatario, éste quedará autorizado para deducir la suma respectiva, de los cánones de arrendamiento.

La Municipalidad cobrará directamente el derecho que corresponda a los propietarios de los establecimientos comerciales y negocios en general gravados con patentes a que se refiere el artículo 23 de esta Ley, el que deberá enterarse conjuntamente con la ,   respectiva patente.
N° 4.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 11 por el siguiente:

"Las Municipalidades quedan expresamente facultadas para fijar y cobrar derechos o tarifas provenientes de la administración de los bienes municipales y de los que le encomiende la ley. Las concesiones y permisos relativos a estos bienes, que las Municipalidades otorguen por plazos superiores a un año, se efectuarán previa licitación pública.".
N° 5.- Reemplázase la letra a) del inciso primero del artículo 12 por el siguiente:
a) A los automóviles particulares, station wagon, furgones, ambulancias, carrozas fúnebres-automóviles, camionetas y motocicletas se les aplicará la siguiente escala progresiva y acumulativa sobre su precio corriente en plaza:
b)
Sobre la parte del precio que no exceda de cincuenta unidades tributarias mensuales, 1%;

c)
Sobre la parte del precio que exceda la cantidad anterior y no sobrepase de ciento veinte unidades tributarias mensuales, 2%;

d)
Sobre la parte del precio que exceda la cantidad anterior y no sobrepase de dos-cientas unidades tributarias mensuales, 3%;

e)
Sobre la parte del precio que exceda la cantidad anterior y no sobrepase de cuatro-cientas unidades tributarias mensuales, 4%, y

f)
Sobre la parte del precio que exceda de cuatrocientas unidades tributarias mensua-les, 4,5%.".

N° 6.- Suprímese el N° 2 de la letra b) del artículo 12, pasando los actuales números 3, 4, 5, 6, 7 y 8 a ser 2, 3, 4, 5, 6 y 7 respectivamente.

N° 7.- Reemplázase el artículo 13 por el siguiente:

"Artículo 13.- Los vehículos a que se refiere la letra a) del artículo 12, ingresados al país con liberación aduanera, total o parcial, por personal dependiente del Ministerio de Relaciones Exteriores que cese en sus funciones en el extranjero, pagarán el impuesto municipal mientras el interesado mantenga la propiedad y uso exclusivo del vehículo, sobre el 50% del precio corriente en plaza que se fije para los vehículos de la misma marca, tipo, modelo, año y origen en la lista de precios que señala el artículo 12.

En el caso de las personas que importen vehículos en virtud del artículo 6a de la Ley 17.238, de 1969 y su reglamento, contenido en el Decreto Supremo 1.950, de Hacienda, de 1970, el impuesto por permiso de circulación se determinará sobre el 25% del precio corriente en plaza del vehículo.".

N° 8.- Reemplázase en el N° 1 del artículo 15 la expresión "N° 6" por "N° 5"; en el N° 2 la expresión "N° 1 a 3, ambos inclusive" por "N° 1 y 2"; y en el N° 3 los números 4, 5 y 6 por los números 3, 4 y 5, respectivamente, y los números 7 y 8 por 6 y 7, respectivamente.

N° 9.- Intercálase un nuevo inciso cuarto en el artículo 21, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso quinto, del siguiente tenor:

"Las Municipalidades otorgarán, para el efecto de acreditar el pago del permiso de circulación, un distintivo que será adherido al centro superior del interior del parabrisa del vehículo, el cual será confeccionado por la Casa de Moneda en un formato anual único para todo el país, el que constituirá especie valorada para todos los efectos lega-les.".

N° 10.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 24 por el siguiente:

"El valor por doce meses de la patente será de un monto equivalente entre el dos y medio por mil y el cinco por mil del capital propio de cada contribuyente, el que no podrá ser inferior a una unidad tributaria mensual".

N° 11.- Sustitúyase el inciso sexto del artículo 24 por el siguiente:

"Para modificar la tasa de la patente vigente en la respectiva comuna, las Municipalidades deberán dictar un decreto que deberá ser publicado en el Diario Oficial en el mes de noviembre del año anterior en que deba entrar en vigencia.".

N° 12.- Reemplázanse los incisos segundo y tercero del artículo 25 por los siguientes:

"Para estos efectos el contribuyente deberá presentar en cada Municipalidad en que se encuentran ubicadas tales unidades, tanto la declaración referida en el artículo pre-cedente, como la declaración del número total de sus trabajadores con indicación del número de quienes trabajan habitualmente en cada uno de los establecimientos, sucursales u oficinas u otras unidades de gestión empresarial. Aquellos trabajadores que no tuvieren una sede fija de labores, serán asignados a la casa matriz.

En base a las declaraciones antes referidas, cada Municipalidad receptora de ellas determinará la proporción que en el valor de la patente le corresponde pagar a cada unidad o establecimiento ubicado en la respectiva comuna.

N° 13.- Sustituyase el artículo 27 por el siguiente:

"Artículo 27.- Sólo están exentas del pago de la contribución de patente municipal

las entidades que realicen acciones de beneficencia, de culto religioso, de promoción de intereses comunitarios y, en general, las que por sus objetivos propios no persigan fines de lucro, como, asimismo, las entidades y personas que realicen acciones de difusión cultural, artística o deportiva.".

N° 14.-Reemplázase el inciso segundo del artículo 28 por el siguiente:

"El valor de las patentes, por el período en que se otorguen en cada año o temporada, será determinado por cada Municipalidad, el que no podrá ser inferior al treinta por ciento ni superior al setenta por ciento del valor de la patente ordinaria, con excepción de las patentes de expendio de bebidas alcohólicas que pagarán el total de dicho valor."

N° 15.- Sustitúyase el artículo 32 por el siguiente:

"Artículo 32.- Las personas que ejerzan profesiones liberales o cualquier otra profesión u ocupación lucrativa de acuerdo con la definición del artículo 42 número 2, del D.L. 824, de 1974, pagarán una patente anual, en la comuna donde tengan instalada su consulta, estudio u oficina principal, siempre que su ingreso en el año anterior haya excedido de cien Unidades Tributarias Mensuales.

A falta de consulta, estudio u oficina principal, el valor total de la patente deberá pagarse en la Municipalidad de la comuna del domicilio del contribuyente registrado en la declaración anual del impuesto a la renta. Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos deberá remitir en el mes de julio a cada Municipalidad un listado de los contribuyentes de la comuna que hayan presentado declaración anual de impuestos a la renta, cuyo ingreso anual haya excedido de cien Unidades Tributarias Mensuales.

Las personas a que se refiere este artículo pagarán como patente única anual el equivalente a una unidad tributaria mensual. Dicha patente las habilitará para ejercer en todo el territorio nacional.

Los profesionales a que se refiere la Ley 4.409 estarán exentos del pago de la patente establecida en esta ley, pero pagarán la patente establecida en dicha ley, modificada por el DFL 9-2.345, de 1979 del Ministerio del Interior.".

N° 16.- Sustituyase el inciso segundo del artículo 37 por el siguiente:

"Constituirá ingreso propio de cada Municipalidad el excedente del impuesto territorial que se recaude en la comuna, una vez descontado el aporte al Fondo Común Municipal, de acuerdo a lo establecido en el artículo 38° de la presente ley.

N° 17.- Reemplázase los incisos primero, segundo, tercero, cuarto y quinto del artículo 38 por los siguientes:

"El Fondo Común Municipal estará integrado por los siguientes recursos:

1.- Un sesenta por ciento del impuesto territorial que resulte de aplicar la tasa a que se refiere el inciso primero del artículo 15 de la Ley N° 17.235.

2.- El aporte fiscal que conceda para este efecto la Ley de Presupuestos del Sector Público.

3.- Un cincuenta por ciento del impuesto del permiso de circulación de vehículos que establece esta ley, no obstante lo establecido en el artículo 12.

4.- Un cuarenta y cinco por ciento de lo que se recaude en la Municipalidad de Santiago, por pago de las patentes a que se refieren los artículos 23 y 32 del presente texto legal y 140 de la ley 17.105.

5.- Un sesenta y cinco por ciento de lo que se recaude, en las Municipalidades de Providencia y Las Condes, por pago de las patentes a que se refieren los artículos 23 y 32 del presente texto legal y 140 de la ley 17.105.

El reglamento determinará la forma como se recaudarán los recursos a que se refieren los números 1, 3, 4 y 5 precedentes, y el procedimiento que se utilizará para incluirlos en el Fondo Común Municipal, como, asimismo, determinará la metodología de distribución a que alude el inciso tercero de este artículo, teniendo como fuente de in-formación sólo cifras oficiales emanadas por el Instituto Nacional de Estadísticas, Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, Municipalidades, o bien, Organismos Internacionales reconocidos por el Gobierno de Chile. Los recursos provenientes de este fondo que se destinen a inversión deberán tener una clara orientación al desarrollo local y al beneficio de la comunidad.
El Fondo Común Municipal se distribuirá en base a la siguiente fórmula:
1.- Un diez por ciento en proporción directa al número de comunas.
2.- Un diez por ciento en proporción directa al indicador socio-económico determinado para cada comuna.
3.- Un quince por ciento en proporción directa a la población de cada comuna.

4.- Un treinta por ciento en proporción directa al número de predios exentos del impuesto territorial de cada comuna con respecto al número de predios exentos del país, ponderado por el número de predios exentos de la comuna en relación al total de predios de ésta.

5.- Un treinta y cinco por ciento en proporción directa al promedio de los tres años precedentes al último año del trienio anterior, del menor ingreso municipal propio permanente por habitante de cada comuna, en relación al promedio nacional de dicho ingreso por habitante.

Mediante decreto supremo expedito a través del Ministerio del Interior, se determinarán cada tres años los factores en base a los cuales se fijarán los coeficientes de distribución de los recursos contemplados en el presente artículo. En el mismo decreto se establecerán las ponderaciones para determinar el número de habitantes que corresponde asignar a las comunas balnearios u otras que reciban flujos significativos de población flotante, en ciertos períodos del año.

Para los efectos de lo establecido en el número cinco del inciso tercero, no se considerarán en los ingresos propios permanentes de cada Municipalidad, los siguientes: el producto de las ventas de activos, recuperación de préstamos, los recursos correspondientes a transferencias, endeudamiento, fondos de terceros, la participación del Fondo Común Municipal y el Saldo Inicial de Caja.".
N° 18.- Reemplázase los números 1 y 7 del artículo 42 por los siguientes:

"Los que se prestan u otorgan a través de la Dirección de Obras relativos a urbanización y construcción y que se regulan en cuanto a su naturaleza y monto de las prestaciones exigibles, por la ley general del ramo, su Ordenanza General y las Ordenanzas Locales. Las tasas de los derechos establecidos en el primero de los textos cita-dos son las máximas que pueden cobrarse, pudiendo las Municipalidades solamente rebajarlas.".

"7- Transferencia de vehículos con permiso de circulación, 1% sobre el precio de venta.

Para los efectos de la aplicación de este número se considerará como mínimo de la venta, salvo prueba en contrario, el precio corriente en plaza determinado según lo previsto en el artículo 12 de esta Ley.

El pago del derecho mencionado se efectuará en cualesquiera de los bancos e instituciones financieras, autorizados para recaudar tributos. El Servicio de Tesorerías deberá entregar a la Municipalidad donde el vehículo transferido obtuvo su último permiso de circulación, las cantidades recaudadas por este concepto. Los notarios y oficia les civiles que autoricen la transferencia, deberán exigir previamente la acreditación del pago del último permiso de circulación y estarán facultados para emitir el giro correspondiente.".

N° 19.- Reemplázase el inciso tercero del artículo 43 en los siguientes términos:

"Las ordenanzas a que se refiere este artículo deberán publicarse en el Diario Oficial en el mes de noviembre del año anterior en que comenzarán a regir, salvo cuando se trate de servicios nuevos, en cuyo caso podrá publicarse en cualquier época, comenzando a regir el primer día del mes siguiente a su publicación.".

N° 20.- Sustitúyase el inciso primero del artículo 48 por el siguiente:

"Para efectos del cobro judicial de las patentes, derechos y tasas municipales, tendrá mérito ejecutivo el certificado que acredite la deuda emitido por el secretario municipal. 

La acción se deducirá ante el tribunal ordinario competente y se someterá a las normas del juicio ejecutivo establecido en el Código de Procedimiento Civil.".

N° 21.- Reemplázase el artículo 50 por el siguiente:
"Artículo 50.- El propietario o conductor de un vehículo que fuere sorprendido sin permiso de circulación o distintivo indicado en el artículo 21 o con dicho permiso ven-cido, incurrirá en una multa equivalente al 35% de lo que le corresponda pagar por ese concepto.".

N° 22.- Sustitúyase el inciso primero del artículo 52 por el siguiente:

"El propietario de un vehículo que llevare una placa de matrícula o distintivo otorgados a otro vehículo, será castigado con una multa equivalente al doscientos por ciento del valor del permiso de circulación que corresponda al vehículo.".

N° 23.- Reemplázase el artículo 54 por el siguiente:

"Artículo 54.- El contribuyente cuya declaración constituyere engaño respecto al monto de su capital propio, o que falseare o se negare a proporcionar los antecedentes de que tratan los artículos 24 y 25 será sancionado con una multa hasta el equivalente a setenta y cinco unidades tributarias mensuales.".

N° 24.- Sustituyase el artículo 61 por el siguiente:

"Artículo 61.- Los recursos del Fondo Común Municipal, Impuesto Territorial y Derecho de Aseo recaudados por el Servicio de Tesorerías, incluidos intereses penales, reajustes y demás prestaciones anexas que se hubieren pagado por los contribuyentes, serán entregados a las Municipalidades respectivas por la Tesorería regional o provincial según corresponda, de acuerdo al siguiente procedimiento:

a)
El Fondo Común Municipal se entregará en dos remesas mensuales. La primera de ellas dentro de los primeros 15 días de cada mes, y corresponderá a un anticipo de a lo menos un 80% de los recursos recaudados en el mes anterior del año precedente, y la segunda, dentro de los últimos 15 días de cada mes y corresponderá a la recaudación efectiva del mes anterior, descontado el monto distribuido como anticipo.

b)
El Impuesto Territorial se entregará dentro de los 30 días posteriores al mes de recaudación. Sin perjuicio de ello, para aquellas Municipalidades cuya recaudación en los meses de vencimiento de este impuesto en el año precedente, haya sido igual o superior a 775 Unidades Tributarias Mensuales, se les otorgará un anticipo de a lo menos un 70% de dichas recaudaciones, en los primeros 15 días de los meses de mayo, julio, octubre y diciembre. El saldo se entregará dentro de los últimos 15 días de los citados meses y corresponderá a la recaudación efectiva del mes anterior, descontado el monto distribuido como anticipo.

c)
El Derecho de Aseo se entregará dentro de los 30 días posteriores al mes de la recaudación.

Corresponderá a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y a la Tesorería General de al República, determinar en el mes de diciembre de cada año las fechas y montos a distribuir en calidad de anticipos. Dicho calendario deberá comunicarse a cada Municipalidad en el mes de diciembre de cada año, por parte de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo.

En caso de producirse diferencias entre los montos anticipados en cada mes y la recaudación efectiva del mes anterior, la Tesorería General de la República procederá a efectuar los ajustes en la o las remesas posteriores, informando de ello a las Municipalidades involucradas a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo.

N° 25.- Agrégase el siguiente artículo 68 bis del siguiente tenor

"Artículo 68.- Facúltase a las Municipalidades, para que mediante decreto alcaldicio sujeto a toma de razón de la Contraloría General de la República, castigue de su contabilidad toda clase de créditos incobrables, siempre que hayan sido contabilizados oportunamente y se hayan agotado prudencialmente los medios de cobro; y que hayan transcurrido a lo menos 4 años desde que se hicieron exigibles.".

Artículo 2.- Modifiquese la ley 17.235, sobre Impuesto Territorial, en lo siguiente:

N° 1.- Reemplácese su artículo 2a por lo siguiente:

"Estarán exentos del pago del impuesto territorial los siguientes inmuebles:

1.
Los que pertenezcan al Fisco y a los servicios e instituciones del Estado, con excepción de las empresas públicas;

2.
Los que pertenezcan a las municipalidades y que no se destinen a actividades lucrativas;

3.
Los que pertenezcan a organizaciones comunitarias y sindicales, y que estén des-tinados exclusivamente al funcionamiento de su sede social;

4.
Los templos e iglesias;

5.
Los de embajadas, sedes diplomáticas o de organismos internacionales reconocidos por el Estado de Chile;

6.
Los edificios declarados monumentos nacionales;

7.
Los terrenos plantados con bosques naturales, siempre que no se encuentren en explotación, y los artificiales que cumplan las disposiciones contenidas en el Decreto Ley N° 701;

8.
Los bienes nacionales de uso público;

9.
Los acogidos al DFL N° 2, de 1959, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, en un 50%, en la forma y por el período que dicho decreto con fuerza de ley señale;
10.
Los acogidos a la Ley N° 9.135, en un 50%, en la forma y por el período que dicha ley señale;

11.
Los de Cooperativas constituidas con arreglo a su normativa vigente;

12.
Los de propiedad de aquellas instituciones sin fines de lucro dedicado al socorro, rescate y salvataje de personas, tales como cuerpos de bomberos y servicios de rescates. Siempre que estén destinados exclusivamente a tales fines;

13.
Los pertenecientes a entidades con personalidad jurídica sin fines de lucro que realicen servicios de beneficencia o culto religioso. Esta exención regirá sólo respecto de la parte del bien destinado exclusivamente a sus fines institucionales;

14.
Los pertenecientes a Comunidades Indígenas, o la parte del bien ocupado por ellos;

15.
Los ubicados en las comunas de Isla de Pascua, Timaukel, Navarino y Antartica Chilena;

16.
Establecimientos educacionales que hayan obtenido el reconocimiento de colaboradores en la función educacional del Estado mediante Resolución del Ministerio de Educación;

17.
Los destinados a deportes, en un cincuenta por ciento, y

18.
Los que se encuentren en trámite de expropiación.

La exención deberá ser solicitada por el interesado al Servicio de Impuestos Internos y regirá a contar del 1° de enero del año siguiente a la resolución que la apruebe.

De la resolución denegatoria se podrá recurrir ante el tribunal de alzada en la forma y plazo establecido en el Código Tributario para las apelaciones a las modificaciones de avalúos. Respecto de las embajadas y organismos internacionales la exención regirá desde la fecha del Decreto Supremo que así lo disponga".

N° 2.- Reemplácese el artículo 3 por el siguiente:

"Artículo 3°.- La tasación de los inmuebles para la aplicación del impuesto territorial será de cargo del Servicio de Impuestos Internos, para cuyo efecto las Municipalidades aportarán los recursos necesarios, solicitados por dicho Servicio, para efectuar la tasación en su territorio.

Las tasaciones se harán por agrupaciones de comunas. En una misma comuna entre dos tasaciones consecutivas no podrá mediar un plazo superior a los diez años ni inferior a tres años.

Corresponderá al Servicio Nacional de Geología y Minería practicar la tasación de la propiedad minera y de los establecimientos metalúrgicos".

N° 3.- Modifíquese el artículo 15 por el siguiente:

"Artículo 15.- Los inmuebles agrícolas y no agrícolas pagarán por impuesto territorial una tasa anual del 1,6%, la que se aplicará sobre la parte del avalúo que exceda la cantidad determinada como monto exento.

Dicha tasa podrá ser rebajada al 1,1%, 1,2%, 1,3%, 1,4% ó 1,5%, o alzada al 1,7%, 1,8% ó 1,9%, mediante Decreto Alcaldicio que deberá ser comunicado al Servicio de Impuestos Internos y publicado en el Diario Oficial en el mes de noviembre del año anterior al de su entrada en vigencia.

N° 4.- Incorpórense los nuevos artículos 16° y 17° siguientes:

"Artículo 16°.- El contribuyente que tuviere en propiedad más de un predio con destino habitacional, susceptibles de exención de acuerdo a la presente ley, sólo podrá optar a la exención respecto de uno de ellos a su elección, la que comunicará al Servicio de Impuestos Internos una vez al año y antes de 15 de noviembre al año anterior en que debe regir la exención. Si el contribuyente no efectuare tal declaración, el Servicio de Impuestos Internos, de oficio, determinará el bien raíz al que se aplicará la exención.

Artículo 17°.- Los sitios eriazos pagarán una sobretasa del 100% del impuesto que les correspondería pagar de acuerdo al avalúo, luego de expirado el plazo de un año de decretado por la Dirección de Obras Municipales respectiva para que el interesado implemente un destino cierto al inmueble calificado de eriazo.

Idéntico criterio se aplicará respecto de los edificios que permanecen sin concluir o reparar, los cuales serán considerados sitios eriazos para efectos del pago del Impuesto Territorial".

N° 5.- Agrégase el siguiente artículo 25;

"Artículo 25.- Los avalúos de los bienes raíces agrícolas y no agrícolas, los montos exentos y tramos de exenciones, así como también el avalúo de las líneas, postaciones y cañerías, y los derechos municipales por el servicio de aseo domiciliario a que se refiere el artículo 7 del Decreto Ley N° 3.063, vigentes al 31 de diciembre y 30 de junio de cada año, se reajustarán semestralmente a partir del 1° de enero y 1° de julio, según corresponda, en el mismo porcentaje de variación que experimente el índice de Precios al Consumidor en el semestre inmediatamente anterior a aquel en que deben regir los avalúos reajustados.

No obstante, el Presidente de la República podrá suspender la aplicación de los rea-justes a que se refiere el inciso anterior para el segundo semestre de cualquier año. En tal caso, se aplicarán a contar del 1° de enero del año siguiente, con el índice acumulado al 31 de diciembre del año anterior.".

N° 6.- Reemplácese el inciso primero del artículo 31 por el siguiente:
Las modificaciones de avalúo o de clasificación regirán a contar del 1° de enero del año siguiente a aquel en que ocurra el hecho que determina la modificación, o en caso de no poderse precisar la fecha de ocurrencia del hecho, desde el 1° de enero del año siguiente a aquel en que el servicio constate la causal respectiva.

N° 7.- Incorpórese un nuevo artículo 36°:

"Artículo 36°.- Los roles anuales de contribuciones de cada comuna, deberán ser mantenidos al día por el Servicio de Impuestos Internos, utilizando, entre otras fuentes, la información que mensualmente deberán remitirle las respectivas Municipalidades, relativa a recepciones de construcciones, loteos y subdivisiones, patentes municipales y de las aprobaciones de propiedades acogidas a la Ley de Propiedad Horizontal.

La referida información deberá ser proporcionada al Servicio de Impuestos Internos en la forma que determine el reglamento.

Los nuevos avalúos o modificaciones de éstos, producto de la información recibida por el Servicio de Impuestos Internos hasta el 31 de enero o 31 de julio, deberán ser incorporados en los roles suplementarios y de reemplazo, cuyos pagos deberán hacerse efectivos en los meses de junio y diciembre, respectivamente.

Las diferencias de contribuciones resultantes de las modificaciones de avalúos y clasificaciones efectuadas en base a la información aportadas por las Municipalidades, se harán efectiva con arreglo a las disposiciones de los artículos 39 y 44 de la presente ley, en un plazo no superior a un año.".

N° 8.- Reemplázase el artículo 44 por el siguiente:

"Artículo 44°.- Los impuestos incluidos en los roles a que se refiere el artículo 39, serán pagados en los meses de junio y diciembre de cada año y contendrán las modificaciones establecidas en resoluciones notificadas hasta el 30 de abril y 31 de octubre, respectivamente, del año en que deba realizarse la cancelación del impuesto.".

N° 9.- Reemplácese el artículo 46a por el siguiente:

"Artículo 46°.- El impuesto a los bienes raíces es un impuesto real que afecta al inmueble, y será pagado por el dueño o el usufructuario.

La obligación de pagar el impuesto territorial es solidaria e indivisible, pudiendo perseguirse el cobro a cualquiera de los propietarios cuando fueren más de uno.

Las normas del presente párrafo regirán también para el cobro del derecho de aseo, en los casos en que éste se cobrare conjuntamente con el impuesto territorial".

N° 10.- Incorpórense los artículo 49°, 50°, 52°, 53°, 54° y 55° siguientes:

"Artículo 49°.- La recaudación del impuesto será de cargo del Servicio de Tesorerías.

La totalidad de lo recaudado por impuesto territorial, incluyendo los intereses y reajustes serán a beneficio municipal, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 38 del decreto ley N° 3.063".

"Artículo 50.- El cobro judicial del impuesto territorial será de cargo de la Municipalidad donde el inmueble está situado. Si el inmueble está ubicado en más de una comuna decidirá el Tesorero Regional.

El cobro la Municipalidad podrá efectuarlo por si misma o por la contratación de los servicios de terceros.

El Servicio de Tesorerías podrá para alguna comuna determinada, iniciar directamente el cobro judicial de este impuesto, informando de ello a la Municipalidad afectada y la no remisión de los certificados a que alude el artículo 51 de esta ley.".

"Artículo 51.- Para los efectos del cobro judicial el Tesorero Regional, en el mes de marzo de cada año remitirá a cada Municipalidad la nómina de los contribuyentes morosos del año anterior, con especificación de las cuotas adeudadas, facultad que podrá ser delegada en el Tesorero Provincial.

Esta nómina o los certificados de morosidad que expida el Tesorero Regional o Provincial tendrán mérito ejecutivo".

"Artículo 52.- La demanda será interpuesta ante e Juez de Letras con competencia en lo civil que corresponda.

El procedimiento será el establecido en el Código de Procedimiento Civil para el juicio ejecutivo de las obligaciones de dar, con las siguientes excepciones:

a.
El juicio se anunciará mediante notificación por cédula a la persona a cuyo nombre aparezca registrado el inmueble. Vencido el plazo de 3C día de notificado sin que consigne el demandado, el demandante solicitará la notificación de la demanda, la que se notificará por cédula, expresándose en la copia la designación del día, hora y lugar que fija el ministro de fe para practicar el requerimiento.

b.
Con el requerimiento de pago la propiedad quedará embargada por el solo ministerio de la ley, debiendo el ministro de fe notificar al efecto al conservador de bienes raíces que corresponda.

c.
La oposición del ejecutado fundada en las excepciones de concesión de esperas o prórroga del plazo o de transacción, sólo será admisibles si se fundan en documentos emanados del Servicio de Tesorerías o de la Municipalidad demandante, según corresponda. No será admisible la oposición fundada en el beneficio de excusión o caducidad de la fianza, la remisión de la deuda, la novación, la compensación, la nulidad de la obligación o la pérdida de la cosa debida.

d.
El valor mínimo de condenación en costas será de dos unidades tributarias mensuales, cualquiera sea el monto de lo disputado.

e.
El tribunal o la Municipalidad que reciba el pago deberá remitir al Servicio de Tesorerías, para efectos de lo dispuesto en el artículo 38 del decreto ley N° 3.063, la parte del crédito que corresponda al Fondo Común Municipal.

f.
El apoderado tendrá la facultad de percibir las costas personales.

g.
EL valor de tasación del inmueble para el primer remate será el establecido en el avalúo de la cuota del Impuesto Territorial cuyo pago se demanda. Si se demandara el pago de varias cuotas el valor de tasación será el del avalúo de la cuota más antigua.

Sin perjuicio de lo dispuesto en las letras anteriores, el Servicio de Tesorerías o la Municipalidad, según corresponda, estará facultada para convenir, judicial o extrajudicialmente, el pago en cuotas del Impuesto Territorial adeudado por un plazo máximo de un año, como, asimismo, para condonar hasta un 50% de los intereses penales".

"Artículo 53°.- Los contribuyentes están obligados a comunicar al Servicio de Impuestos Internos la adquisición de un inmueble. De no hacerlo así, no podrá excusarse que el cobro de las contribuciones impagas se persiga en contra de la persona que aparezca como propietaria en el Servicio
Artículo 5°.- Los coeficientes que resulten de aplicar lo dispuesto en el N° 17 del artículo 1° de esta ley, comenzarán a regir a contar del 1° de enero del año 1993.

Artículo 6°.- Renuévase, por el plazo de un año, a contar de la publicación de la presente ley, la facultad concedida al Presidente de la República por el artículo 2° de la Ley 18.817.

Artículo 7°.- Facúltase al Presidente de la República para que dentro de un plazo de un año, contado desde la publicación de esta ley, mediante Decreto con Fuerza de Ley, dicte el reglamento a que se refiere el N° 10 del artículo 2° de esta Ley.
Dios guarde a V.E.,
(Fdo.): Patricio Aylwin Azócar, Presidente de la República.- Enrique Krauss Rusque, Ministro del Interior.- Alejandro Foxley Rioseco, Ministro de Hacienda".

